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~¡'ceptomb estricto. en dque hay que situar de modo predomi­
unte las organizaciones y los medios instrumentales, en especial
los cuerpos de seguridad a que se refiere el arto 104 de la
Constitución.

Tercero.-Un problema distinto surge al poner en conexión el
Decreto 245/1983 de la Junta de Galicia con el articulo 149.1.21 de
la Constitución, en el inciso en que se declara competencia
exclusiva del Estado el «trlfico y circulación de vehículos a motoD,
pues es de observar que, así como al hablar de los ferrocarrileS y
de los transportes terrestres se limita la competencia .exclusiva del
Estado a los casos en que «kanscurran parel territorio de más de
una Comunidad Autónoma», el tráfico y circulación de vehículoS'
de motor es competencia del Estado SIn esa limitación. Y· debe

" sostenerse Que en el concepto de «tráfico y circulaéi6n de vehículos .
a motor» no se encuentran englobadas solamente las condiciones
atinentes a la -eiTculación (verbi¡racia: Señales. limitaciones de
velocidad. etc.), sino las 'condiciones que deben llevar los vehículosf .que Clteulan. Apoya esta solución él hecho dé que las .....ntias de

~. la seguridad en la circulación, según la voluntad tie la Constitución.
~_ expresadas en el precepto mencionado. deben ser uniformes en
~. -, todo el territorio -nacional. .

Sala Segunda. Recurso de amparo número 454/1984.
Senlrncia número 60/1985. de 6 1k.lTlIJ)IV.··· , ..

La Sala Se8unda .del Tribunal Constitucional. compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente; don Luis Diez-Picaza
y Ponce de León, don Francisco '{omás y Valiente ,y don ·Francisco
Pera. yerdaguer, Magistrados, 'ha· pronunciado

.EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
,SENTENCIA

'

En el recurso de amparo núm. 454 de 1984. in!érpueSto por el
Procurador de los Tribunales don José Sánchez Jáuregui, asistido
por el Letrado don José Maria Cánovas De~o. en nombre de

I
don Rafael Sevilla Blasco. contra el Auto dIctado por la Sala

.. Sesunda \lel Tribunal Supremo de 16 de mayo de 1984, recaído en
el recurso de casacIón núm. 929 de 1983. procedente de la Sección

J.' Tercera de la Audiencia Provincial de Barcelona, en la Causa núm.
• 146 de 1981. incoada por el Juzgado de Instrucción núm. 8 de laf' mencionada ciudad, por estimar que ha violado el derecho recono­
{ cido en el artículo 24 de la Constitución.

En el predente recurso de amparo ha sido parte el Fiscal &eneral
í., del Estado y ha sido Ponente el Magistrado don Luis Diez-Picaza
• y' Ponce de León, quien expresa el parecer de la Sala.

1 1. ANTECEDENTES

¡... .Priméro.-En Sentencia dictada el 18 de noviembre de 1983 la
__ Sección Tercera de la Audiencia Provincial de BarceJona falló

1. condenando· a Rafael Sevilla Olasco, y a otro procesado, como! aÚtor responsable de un delito de robó con intimidación. en las
~ personas, uso de armas y en Entidad bancaria de los arts. 500. 50!.
• núms. I y 5.° y último párrafo, y 506. núm. 4. del Código Penal.
-t', a la petía de cinco ados de prisión menor y a las accesorias. de
f' sust'Cnsión de todo cargo público y derecho de sufragio activo y
~" paSIVO durante el tiempo de la condena, así como al 'abono de la
;¡: correspondiente indemnización.

f·. SelIundo.-Con fecha 4 de enero de. 1984 la representación de
RafaeTSevilla'OJasco interpuso recurso de casación por infracción
de Ley contra la Sentenc18 anterior y ante' la Sala Segunda del
Tribunal Supremo. En el escrito de formalización .del ~urso se
adujo como «motivo único de casacióll» el siguiente: «Por infrac~

ción de Ley con base en el núm. I del arto 849 de la Lev de
Enjuiciamiento CrimíDal, al haber cometido la Sentencia recurrida
error de derecho al d",,1arar a mi representado autor responsable de un
oIetito de robo con intimidación, según viene éste definido en Iosarts.
500. SOl. 5.° y último párrafu. 'j 504. 4.°. todos del Código
Penal. preceptos estos dos últimot mfringidos por indebida aplica~
ción, puesto que de la relación de hechos probados de .la aludida
Resolución se infiere que mi principal es autor responsable de un
delito de robo con intImidación de los arts. 500, 5(}1, 5.°, párrafo
1.°, en relación con el art. 61. 4.°, del Código Penal p¡:eceptos estos
dos últimos infringidos por su no aplicación.»

Instruido del recurso, el Ministerio Fiscal se opuso al único
motivo del mi'smo por inci.dir en la causa de inadmisión 4.8 del arto
884 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Trasladada esta
oposición a larepresentaei6n del recurrente, según lo prevenido en
el an. 882 de la misma Ley, la misma no formuló alegación alguna
al respecto, considerándose decaída en este su derecho por provi~
dencia de 3 de abril de 1984.

.. ,
FALLO

En virtud de todo eUo. el Tribunal Conshtucional. POR LA
AUTORIDAD QUE, LE CONFIERE I.A eONSTITUCION DE
LA NACION ESPANOLA.

Ha decidído:

1.° Declarar que la comÍ>etenci8 controvertida para ordenar la
obligación del uso del rac6grafo y modernizar esa obligación
corre~nde al Estado. ' .

2.. Anular el Decreto 245/1983. de 30 de diciembre de la
Junta de Galicia, - .

Publíquesee,stá Sentencia en el «~Ietín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 6 de mayo de 1985.-Jerónimo Arozamena .
Sierra.-Angel LatorreSe8ura.-ManueIDíez de Velaseo Valle­
jo.-FrancilCCl Rubio Uorente.-Gloria llegué Cantón.-Luis Díez­
Picazo.-Rafael Gómez-Ferrer Morant.-AnllCI Escudero del Co­
rral.-Francisco, Pera Verdaguer.-Firmados y rubricados.

Tercero.-En Auto de 16 de mayo lIe 1984. la Sala Se8unda del
Tribunal Supremo .....háó no haber lugar a la admisión del recurso
de Casación i¡¡térpueSto por la repr"",n14ción de Rafael Sevilla
B1asco, apreciando'la existencia de la causa de inadmisión prevista
en el núm~ 4.° del arto ·884 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal,
toda vez que bajo. un ~nico motivo. de recurso se.englobaron tf'C$
a1ep.ciones distintas que debieronarticuIarse separadamente ~o­

mo son.1a indebida aplicación del párrafo último del arto SOl. la
indebidaoaplicaeión del núm. 4.° del arto 506 y la falta de aplicación
de la "'J!a 4.' del, art..61.todos del Código Penal. los que deberian
haber sido objeto de motivos dístintos. como ordena el arto 874 de
la cilllda Léy Procesal Penal.. .
. Cuarto.-Mediante ~rito -que. tuvo. -eGuada 'en el Tribl,lIltll
Constitucional ,,1 23 de junio tle 1984. el Procurador d". los
Tribunales-don José Sénchez Jáuregui interpuso, en representación
de don Rafael Sevilla Blasco,·recurso de amparo-contra el Auto de
la Sala Segunda del Tribunal Supremo reseñado en el antecedente
que precede.

Considera en la demanda la- representación actora que-el
argumento juridico Qtilizado ¡ por la Sala Segunda del Tribunal
Supremo para concluir en la inadmisi6n del recurso es contrario al
derecho de todas las perso'nas a obtener -la tutela efecti va de los
jueces 'y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses
legítimos. sin que, '-en ningún caso, pue~ producirse indefensión ­
(ar!. 24.1 de la Constitución). La inadmisión del recurso por·
razones estrictamente formalesempece a dicha tutela efectiva,
debiendo prevalecer el principio ínsito en ésta sobre cualquier
desisión basada en motIvos rituales, máxime cuando la misma
ponga fin a la Via onJinaria.CQncluye su escrito la representación
actorasolicitando la concesión del amparo impetrado y pidiendo
recibimiento a prueba. ;

Quinto.-Por- providencia de 19 de septiembre de 1984, la
SecCión Cuarta de la SaJa Segunda puso de ,manifiesto al recurrente
la posible existencia de la causa de inadmisibilidad que regula el·
articulo SO. I.b). en relación con el 49.2.a). ambos de la Ley or¡ánica
de este Tribunal. concediéndose un plazo de diez dias al Procura­
dor señor Sánchez Jáuregui para presentar la certificación del poder
que acredite la representacIón. que afirma de don Rafael Sevilla
Blasco, ya que, lo ~ntado es una fotocopia no adverada, Por lo
mismo. y en aplicación de )0 dispuesto en el articulo 50 de la Ley
orgánica, se otorgó un plazo común' de diez días al solicitante de
amparo y al Ministerio Fiscal para,alegaciones.

Sexto.-En eserito de 19 de octubre. al que se acompaM el
original de la certificación del poder acreditativo ae la representa·
ción conferida, el Procurador del recurrente formuló alegaciones.
exponiendo en síntesis, que el precepto invocado por la Sala
Segunda del TribunalSupermo en el Auto impugnado (el recogido
en el númet:Ocuatro· del art, 884 de· la Ley de Enjuicimiento.
Criminal). se halla en oposición a lo dispuesto en el arto 24 de la
ConstituCión, en su apartado primero, de tal modo que la inadmi~
sión dictada en virtud de aquella disposición contraria el derecho
del ciudadano a la obtenCión de la efectiva tutela de jueces .y
tribunales.

Séptimo.-Pos escrito de l de octubre evacuó sus alegaciones el
Ministerio Fiscal, expresando que. de no aportarse por el recurrente
la certificación de poder requerida, se daria lugar a la causa de
inadmisión insubsanable que deriva de lo dispuesto en los al1.
49.2.a). 50.I..b) y 81.1 de la Ley orgánica del Tribunal conslitueio­
naI, en relacIón con los art. 3 y 503 y concordantes de la Ley de
Enjuciamiento Civil.
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Oetavo.-En providencia de 31 de octubre de 1984, la Sección
Cuarta de la Sala Segunda acordó admitir a trámite la demanda de
amparo ~resentada, así como dirigir atenta comunicación al
ex..lentiSlmo señor PresideDte del Tribunal Supremo a fin de que
por la Sa~ Segunda del mismo se remitieran las actuacioneS
correspondientes al recurso de casación tramitado bajo el número
929 de 1983.

Noveno.-En providencia de 12 de diciembre de 1984 la misma
Sección Cuarta acusó recibo-!,. la Sala Segunda del' Ttibunhl
Supremo de las actuaciones remitidas,. acordando dar vista de eUas
PO! .plaz? CO!"ÚD de veinte~ al. solicitante de amparo y ai
Min~sterio FIscal para que Pudieran presentar las alegaciones
pertinentes. - .

Decimo.-ED escrito de '4" de eDerO de 1985 formuló sus
alegaciones ,la represe~~i6n aclora, reiterando, en síntesis, que el
argumento jurl~ICOUUlizado por el Tribunal Supremo eD el Auto
recumdo resulto contrano al derecho fundamental reconocido en
el arlicuIo 24.1 de la Constitución. 4jnadmisión del recuno por
razones es!netamente form..... que en nada afectan al fondo del
mismo, es I'ODtrarla al principio de tutela efectiva de los jueces y
p~ propiciar indefensión. Procede, porello otorgar el amparo
sohatado. .

Undécimo.-Mediante escritÓ de 10 de enero evacuó el trámite
de alepciones el Ministerio Fiscal en los terminos que. resumida&
mente, siguen:

a) La cuestión a dilucidar en el presente recuno se contrae
exclusivamente a si la inadmisión del recuno d~ casación se. h1
producido o no'en aplicaciÓll razonada de una causa legalmlfnte
establecida. A estos· efectos es conveniente recordar la d~na del
Tnbunal Constitucional sobre el derecbo reconocido en el art. 24.1
de la ConstituciÓD, doctrina según la cual tal derecho comprende ~l
de obtener una resolución f\mdada en Oereebo, que normalmente
ha de .... de fondo, salvo cuando exista alguna causa impeditiva
prevista por la Ley que no vaya en contra del contenido _ncial

_del den!cho. En lo que afecta, especificamente a los defectoa en la
preparacióDO interposición del recuno, el art. 24.1 contiene un
mandato que obliga a interpretar la normativa vigente d~ coDformi­
dad con la Constitución y en el sentido mú favorable para la­
efectividad del derecho fundamental, lo que supon~que le verifica­
ción del cumplimiento de los requisito. de los que la admisión
dependa ha de inspirarse en un· criterio de proporcionalidad

ti) Tambim ha declarado en numerosas ocasiones el Tribunal
Constitucional la importancia del principio pro actione, afirmando
la invalidez de los obstáculos procesales producto de innecesario
formalismo, de tal modo que la perdida' elel recuno en base a

. formalismoa excesivoa pueden producir indelOnsión. Sin embargo,
y de conformidad con la misma dOClrina eleI Tribunal ello no
sipifica que' el art. 24 haya venido a cambiar los priDcipios
esll'ucturaIea b6sicos de nuesú'o derecho ¡irocesaI, de tal modo que'
no podrá.considerarse indefensión producida. por formalismo lo
que DO es siDc;> e"ociade aplicación de un requisito exi¡ido por
la corrapondiente .norma procesal De aouerdo COD esta. docIrina.
las fQl1lUlS o requisitos. procesales cumplen un_' de capital
importancia para la ordenación del _ cuyo cumplimiento no
puede quedar al arbitrio de cada ¡llIJ1e

c) 4 motivación es requisito de la impugnación de todos los
recunos en ....ra1 y en el de casacióD adquiere sin¡ular trascen­
den~ UDí de las causas de inadmisión del recuno es, según el art.
884.4 de la Ley «CU8J\do no se hayan observado los requisitos
lepI.. -que la Ley exil" panr'.SU inter¡lOsición», qUe son los
~ en el arto 874 del mismo texto. legal en el que literalmente

. se requiere qu~ el recuño se interponp por escrito, consignando
_ pArrafos numerado... el fundamento o fundamentos doctriná­
1.. y legales aducidos como motivos ae casación. De acUerdo con
la jurisprudencia de la Sala Segunda del Tnliunal Supremo, del
señalado art. 1174 deriva la exigencia de que las alegaciones del
recurrente que constituyan otros tantos y diferenciados motivos de
casación han de articularse separadamente' y que su incumplimien·
to incide en la causa de inadmisión del arto 884.4.

d) La decisión impu¡n¡¡da no puede considerane irrazonada
por cuanto fue motivada y fu~entada en la propia ley pmeesal.
No es, tampoco arbitrarla porque su interpretación se apoya en (a
normativa vigente y fue.~ por la Sala Segunda por
unanimidad, de conformidad alu junsprudencia constante en la
materia En cuanto a la proporciODalidad entre el defecto apleciado
y la decisión de inadmisión cabe decir que _ no fue producto de
rannalismo excesivo, sinO' apreciación objetiva de una causa
impeditiva exp...,..,ente prevista por la Ley que, por ello, no
leSIona el derecho fundamental invocado. La exigencIa del Tribu­
nal Supremo se fundó, en definitiva, en el método y claridad que
la casación requiere por su propia naturaleza, ya que el tratamietno
separado de los diferentes moUvos del recurso es lo que permi. su
váloráción también autónol118¡ pudiéndooe admiur unos y no
_ Ello dc ot'" parte, constituye doctrina constante de la !!JIa­
Segunda, que debía .... conocida por el Abopdo de la parte, sin que

pueda argüir indefensión quien no usp de los medios que el derecho
le ofrece con la pericia técnica sufICiente.

, e) Ha de añadirse, además, que el returrente <te amparo no
hizo uso del derecho que le otOlJlll el párrafo 2.0 del art. 882 de la
Ley de E~juic~amientoCriminal que se le concedió expresamente
por provldenaa de 15 de marzo de 1984.

Por lo expuesto. se pide del Tribunal que. de conformidad con
el art. 86.1 de la Ley orllánica. del. Tri.bunal Constituaonal y con el
a~ 3.72 de. la Ley de Enjulclamletlto OVIl. dicte Senlencia
.desesllmatonadel amparo solicitado. .

i?':'odécimo.-por -providencia de .30 de' enero de 1984, la
SeccIO!, Cuarta. de la Sala Seganda tuvo por formuladas la.
alepclones anteriores. otolJlllndo un plazo de tres di.. a la ""ri&
actora para prec158l' los extremo$ de hecho sobre los que habría de ;
versar el solicítadQ recibimiento a prueba.

Decim~~rcero.-Por escrito de 8 de febrero, la representación
actoJ;a soliató se. acordase la práctica de la prueba documental
consIstente en dar por reproducidos los documentos aq)mpailados
a la demanda de a",paro (nums. 1 y 2) Yen los que se rec'?$!an el
Auto de 16 de mayo de 1984 de la Sala Segunda del Tnbunal
Supremo. y la copia del escrito de formalización del recuno de
c...aó~ mterpúresto por don Rafael Sevilla Blasco.

Decimocuarto.-En providencia de 27 de febrero de 1985 la Sala
Segunda tuvo por pr~cticada la prueba propuesta, al obrar los
d~umentos en cutsnón. en las actuaciones remitidas por el
Tnbunal Supremo. Se señaló para deliberación y votaetóa de
recurso el día 24 de abril. . .

n. FUNDAMENTOS JURlDlCOS

. Primero.-La cuestión. a resolvF en el presente recuno es la de
SI la declSlón de lDadmiSJón del recurso de casación interpuesto en
s~ d1a por el hoy demandante de amparo deparó o no la. lesión
aducula por el recurrente en su derecho fundamenta! a obtener la t
t':'óte~ efectlllava de los jueces y tribunales (art. 24.1 de la Constitu- -1
CI n, AQue decisión, fundamentada en lo dispuesto en los arts.
884.4 y 874 de la Ley de Enjuiéiamiento Criminal, es tachada pór'
el actor de conculcadora de tal derecho, afirmando que la misma
conCluyó en un. ~ierre de la via procesal emprendida, con la
conslguleDte omISión de toda resolución sobre el fondo sobre la
base .d~ !o que llama «I'lIZODes estrictamente formales». Oistintó es
el ~t~o expuesto en sus alegaciones por el Ministerio Fiscal,
QUIen !'ICP que al Auto de 16 de mayo ae'1984, de la Sala Se,aunda
del Tnbunal.Supremo, pueda rep",!,h~le falta de proporclOnlili-

causa de InadmiSlóa del recuno C8S8C1ón prevista en la Ley en
garantla de la necesaria claridad en su interposición, ailaCliendo
q~e, además, en el _nte caso, el boy demandante de amparo no
hiz.o .":SO -!'el derec.ho. reconQCido por. el art. 882 de la Ley de ­
EnjWC18mlen!o. Cnmlnal para discullr la impu~ión de su
~rso que ~aera,.en el proceso a qua, el Ministeno Público. Esta
úluma a1egactón, sm embargo, no habrá de ser decisiva'~ la
resolución del recurso que DOS ocupa, porque es claro que SI hubo'
como en la demanda se arguye, lesión de derechos fundamental~
en la Resolución impUJD8da, la misma no podrla abara considerar-
se paliada por aquella macción del recunente, sin que .u pasiv~
de entonces pueda considerarse, en _ momento como abandono
delrecuno P!"'movido. Lo cierto es,. asi, que d recunente, lUÍI>
habiendo om'l!do e;umplimeDIar un trIImite po~tativo, se bailó
ante .una deciSión, lnataeab~ ya en las vías ordinarias. que puso
térmmo al procedimiento iniciado, sin considerar su pretensión de
fondo. Sólo de la reguIaritIa4 constitucional de esta reso¡hldóll
debemos juzgar abora. -_ .

Se¡undo.-Las especialidades del recurso de casopón- penal en
DuesItO ordenaJniento no oocunx:en el hecho de que este inslrutnenlli '==-boy una posición eoonciaI en el sis1lllDa de j8f8Dtiaa
JIU' .. collAFadas por el are 24 de la norma funC\lUDenta/.
La Casación pena/, por ello, no está sólo al servicio de
los intereses objetivos ligados a la necesaria depuración en Derecho
del <>!>fOr judicial, sino que, al dev.nvolver esta función, protege
también al justicl8ble, que contará, a su través, con la posibilidad
de someter el fallo en el qbe resultó condenado a un «Tribunat
superio..., como quiere el art. 14.5 -del Pacto Internacional de
Derechos Oviles y Ponticos de 1CJ de diciembre de 1966, que forma
parte de nuestro ordenamiento, y que ha de tenerse en cuenta para .
interpretar las DOrnlas relativas a los derechos fundamentales que
la ConstitucióD reconoce, de acuerdo- con su art. 10.2. Aquel
precepto del Pacto Internacional, como se dijo en la. Sentencia.
42/1982, de 5 de julio (fundamento juridico 3.° Y 76/1982, de 14
de diciembre (fundamento jurldico 5.°, no es bastaDte para crear,
por si mismo, recunos ineXIstentes, pero si obliga a oonsiderar q""
entre las garantlas del proceso penal a las que BeDéricamente se'
refiere la ConstilUcióllen' su art. 24.2 se encuentra la del recursq
ante un Tribunal superior -el Tribunal Supremo, en este .....
juzaando en casacfón-; recurso al que; si previSl& en la Ley Ycolf

• .¡)
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las ~ondicion.s por eDa requerida, tend.... derecho aquél contrá
quien se hubiere<ljctado Sentencia condenatoria. _SegílD te dijo
también en las Sentencias que acabamos de aludir, la referida
exigencia constitucional requiere del intérprete el entelldimiento
más filvorable a un recurso de este lléDero de las normas procesales

.. penales. Por todo ello, y como consideración preliminar, hay' ~ue
dejar sentada la de que la privación sin fundamento j\lrldico
suficiente del acceso al recurso en materia penal IesiÓll del derecho
fuodamental a la tutela efectiva por parte de los Tribunales de este
orden jurisdicciona~ conculcación que habré de ler reparada por
este Tribunal Constitucional en lo. calOS en que así te le pida a
través de una demanda de amparo. ' , ,

Tercero.-Sesiln ya reiterada jurisprudencia de este Trtbunal
(por todas, Sentencia 22 de 1985, de IS de febrero, -fundamento
juridico leMa). el derecho a la tutela judicial efectiva se satisface
oon una decisIón fundada en'Derecho, que puede ser de inadmilión
cuando se den las circunstancias a'la$ que seli~ en la Ley tal tipo

l
'. de resolución. El hecho de que el enJuiciamlellto de la efectiva
, existencia de las .causas de iDadmisióD en cada caso c:onesponda

prioritariamente al Tribunal ordinario no impedirá siempre, cierta­
," mente, que en el amparo constitucional sej~ la conformidad
• a la Constitución de las causas mismas, o su interpretación por el

juzpclot. porque. de principio, no ~uier obsticuIo proc:OsaJ al
acceso a la junsdia:ión habré de ser legítlmo y porque también han
de prncl¡iar 105 1uecel 'Y Tribunales, en su aplicación ooncreta,
hacerlos valer SiD menC)SCllbar innecesariamente la efectividad del
derecho a la tulela judicial efectiva, cuyo COntenido nonilal oí la
obtención de una resolución de fondo sobre la pretensión deducida.

" Esta dirertriz habré de inspirar la labor jurisdiccional mediant~ una
. interpretación en sentido restrietiv:o de las causas de inadrnlsión.
c~nforme se señaló ya .en ~ Sell~cia 126 de 1984. ,de 26 de

, diCIembre (fundamento Juridicu 3. . ,; " ' ,
. f:n el caso actual, la causa de inadmisi6n invocada en su Auto

por la Sala Segunda del Tribunal Supremo fue la ¡enéricamente
" previsÍ8 en el art. 884.4 de la Ley de Enjuiciamiento, Griminal.

relativa 8 los vicios de fonna en 'la preparación e interpolición del
recurso de casación. No hay ninguna duda en, c\iaDto a Que los
recursos 'han <le interponerese, formalizarse y sustanciarse conoor­
dantemente COQ las lealas del Derecho procesal ordinario. y as! lo

r
dijimos. por referencia también a la casaci6n' penal, en Duestto

. Auto 95 de 1983, de 2 de marzo (fundamento juridioo l."). Ello no
, puede llevar a deséonocer, sin embargo, que. en orden a la

admisión del l'eCUfSO mismo, los motivos abstractamente' confi~­
','- rados en la Ley para deteminar su eventual ÍI!8d111isión han de sér
1 cuidadosamente interpretados y aplicados porque, como se señaló
¡ en la Sentencia 57 de 1984

l
de. 8 de mayo (fundamento juridico 3.°;

el derecho a la IUtela etectiva no puede ser oomprometido u
.. obstacullzado medIante la ImpoSICión de tormahsmos enervantes o

r
acudiendo a interpretaeiOlles o aplicaciones de re,g1a. disciplinado­
ras de lo. requisitos y formas de la. secuenaa. procesales en

.

. sentido que, aunque puedan aparecer acomodados al tenor literal
del texto en que se encierra la normá. son' contrarios al espíritu y
a la finalidad de ésta. Esta exi¡encia se: traduce ahora. para

t nosotros, en la de cOnsiderar si el defecto apreciado en el Auto
, recurrido para acordar la inadmisi6n del recurso resultó o no
,: _merecedor de una decisión como ésta, lo Que neva inevitablemente

t
' a interpretar el sentido de las reglas procesaIe. invocadas en el caso

por el Tribunal Supremo." ,
Cuarto.-La remisión indiferenciada que hace el articulo 884.4

de la Ley de Enjuiciamiento Criminal a la inobservancia de los
, requisitos exigidos por la Ley para la preparación e interposición de
ot recurso de casación como causas determinantes de la lDadmisión

,¡c' de este·recuno afecta. ciertamente, a las condiciones de formaliza­
ción con que habri de contar el escrito de interPosición del

¡. recurrente. recosidas en el art. 874 de la misma Ley..Entre tales
~ condicion~ se encuentra, y ésta fue la omitida en el caso presente.

la de deber articularse en «pérrafos numeradosa los fundamentos
(<<I-.aJe.... en elsup'uesto del que ahora conocemos) aducidos como
motivos de c:asaaón. No 10 hizo ..sí el. recurrente-en su -escrito;
prcx:ediendo. por el oontrario, a redactar y presentar lo que llamó
UD motivo único de casación» bajo el que, sin embargo.·se
oobijaban•. oomo advirtió en su AlIto la Sala Segunda, «tres
alepciones distintas que .,debieron aniculane. separadamente»,
a1epciones expresamente identificadas en esta su resolución por la
Sala. '

. Si fue oonsroente con la identidad de este defecto formal la
decisión de inadmisióD es lo que debemos indagar en .este momen~
too y es necesaria esta apreciación,porque, lejos de toda aplicación
1iteralista del amplio enllnciado del an. 884.4. no puede aceptarse
que esta remisión genérica 8 cualesquiera defectos de forma en la
interpoSición del recurso exima al Juez del deber de interpretar la
norma del modo mis lÜustado a su sentido institucional. interpre­
tación tanto más oblipda cuanto que aquí están comprometidos,
almo se ha advenido anteriormente, derechos fundamentales. Ha

I de decirse. ante todo, que DO siempre ni necesariamente un efecto
o carencia formal en el escrito de interPosic'ión del recurso nevara.

sin alternativa, I su inadmisi6n, porque el Juez podrá, en su caso,
ponderar la .trascendencia del defecto apreciado en orden a su
esencialidad y a sus posibilidades de subsanación. lo contrario -la
aplicación sin matices de una norma de tan amplio enunciado
como la recosida en el repetido art. 884.4- supondría desconocer
la diferencia entre defectos determinantes de la inexistencia o la
nulidad del acto y meras irregularidades instrumentales. suscepti­
bles. de principio. de subsanación. Las formas y requisitos procesa­
les -repitiendo 10 dicho en la Sentencia 19 de 1983, de 14 de marzo
(fundamentojuridico 4.°_ cumplen un papel de capital importancia
para la ordenación del proceso, pero no toda irre8ularidad formal
puede convertirse en un obstácUlo insalvable para su prosecución.
observación que se formuló también en la Sentencia 65 de 1983. de
21 de julio (fundamento juridico 4.°.

QUlDtO.-la obligación que.le impone la Ley procesal al.recu­
rrente en el l)Itimo inciso del plirrafo primero del an. 874 -la de
exponer los fundamentos del recurso «en párrafos numerados»- se
halla, inequivocamen~. al Kl'Vicio de alcanzar 4<la mayor concisión
y claridad» en el planteamiento de la pretensión, como requiere
este mismo texto legal inmediatamente después y segUn prescribia
lámbién. en una norma hoy modificada, el ~undo »lIrrafo del
artículo 1.720 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

,La .,.;,encía que se considera tiene. en todo caso, que interpre­
tarse -en atención a su ratio. que no es otra tino la de procurar,
tegún le ha dicho, un planteamiento conciso 'y claro del recurso. Si
al recunentese le requiere que distinga y enumere sus diferentes
pretensiones .de impugnación. ello es sólo, romo se .expusiera
doclrinaJmente. para dar a su escrito la<:laridad debida, facilitando
de este modo la apreciación y resolución de los diversos motivos
en que la ,impugnación se funde. Este fin al que se orienta la
exisencia de una determinada disposición textual' del escrito de
1'ecUJ'SO es el que debe servir como criterio para apreciar la
inCidencia y aravedad de su· no exacto cumplimiento. y asi se ha
hecho. para un caso parcialmente anlilogo al ljue ahora se consido­
ra

6
en la Sentencia 17 de 1985. de 9 de febrero (fundamentojuridioo

. 2. Ello no ~ificaotra cosa sino que. siendo obligado. obviamen-
te• .,1 respeto pOr el recurrente de la fe$la que se considera -y
plIdiendo, en su virtud. el Tribunal requenrle la oportuna.subsana­
ción-. SU inObserVancia, por sí sol.. no podré acarrear la inadmi­
sióo del recurso. debiéndose éste admitIr, en concurrencia de los
demlis requi.itos de prncedibilidad,'a no ser que. por la omisión de
la fundamentación particularizada que te consídera,el escrito no
ofrezca la necesaria claridad en su formulación. Cuando esta
precisión en su exposición sí se alcanza, el interés procesal a cuyo
servicio estA la @a examinada se habrá preservado también. 'Y
seri sólo un cstree60 rigotismo formal el que sifa sancionando con·
la drástica medida de la inadmisión una carenCia que no menosca­
ba ya la claridad cuya exigencia da sentido a la previsión norma-
tiva. '

Esto último ello que cabe apréciar 'en el Auto recunido. porque .
de su tenor literal se desprende, inequívocame.nte. 'que el úmco
defecto aprt7iado. y ~l que se vincula l~ inadmisión diC!B4a. es la
repetida inobservanCIa de la configuraCIón en plirrafosdlSl1ntos de
la fundamentación del recurso, sin ,que de tal irregularidad,
ateniéndonos a los ttrminos mismos de esta resolución. se haya
seguido' equivocidad o oonfusión alguna en la efectiva fundamenta­
ción mditada , fundamentación 'que identifica y desglosa adecuada­
mente la sala· Segul'lda-ell su resolución.' Siendo esto así, .y no
basilndose el Auto impugnado en la falta de claridad de la
fonnulación del recurso. la sanción, pese a todo. Impuesta aparece
desprovista de su único basamento racional posible, configurándo­
se como un obstácuJo innecesario, y por ello inconstitucional.
frente al recurso de casación interpuesto.

FA LL O

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE ,LE CONFIERE LA CONSTITU­
C10N DE LA NAClON ESPANOLA.

Ha deo:i4ido:

Otorgar el amparo solicitado pór<lon Rafael Sevilla Blasco. y en
su vinud: ..'

Primero.-Declarar la nulidad deJ Auto dictado por la Sala
Segunda del Tribunal Supremo de 16 dc mayo de 1984.

Segundo.-Retrotraer las actuado.nes al '!lamento inmediata­
mente anterior B aquel en que fue dietado dIcho Auto.

-Madrid. 6 cte~ayo de I98S.-JerÓnimo Arozamena Sierra.-Luis
Diez Picazoy Ponce de Leó.n....;Francisco ~omás y Valien­
te.-Francisco Pera Verdaguer.-Flrmados y rubncados.


